Carátula 


SEÑORA PRESIDENTA.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 11 y 12 minutos) 
—Dese lectura a los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 
“Proyectos de ley aprobados por la Cámara de Representantes: 


e por el que se designa Treinta y Tres Orientales' la Escuela N* 33 de la localidad de 
La Paloma, departamento de Durazno (Carpeta N* 1317/08-Distribuido N* 2788/08). 


e por el que se designa “Luis Ramón Igarzábal' la Escuela N* 47 de Colonia Rossell y 
Rius, departamento de Durazno (Carpeta N* 1318/08-Distribuido N* 2789/08). 


e por el que se designa 'Don Juan Lateulade Safores' la Escuela N* 29 de Ahogados, 
departamento de Flores (Carpeta N* 1334/08-Distribuido N* 2823/08). 


—Proyecto de ley aprobado en nueva forma por la Cámara de Representantes por el que se 
designa Maestro Técnico Sergio González Olaizola' la Escuela Técnica de Bella Unión, departamento 
de Artigas (Carpeta N* 760/07 — Distribuido N* 2786/08)”. 


—Los tres primeros proyectos los enviamos a la ANEP y el último podemos votarlo, porque se 
trata de una corrección que hace la Cámara de Representantes a un texto que ya ha sido aprobado y 
que, además, fue informado por el señor Senador Cid. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—4 en 4. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
¿Quién desea ser el Miembro Informante? 
SEÑOR LORIER.- Estoy dispuesto a realizar el informe. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Si todos los señores Senadores están de acuerdo, el señor Senador Lorier 
será el Miembro Informante. 


La Secretaría de la Comisión ha preparado un excelente comparativo con las propuestas y 
comentarios enviados por la Agrupación Universitaria del Uruguay y se ha agregado el material que 
dejaron los representantes del Colegio de Profesionales de la Marina Mercante. 


Antes de comenzar la votación del articulado, corresponde dar una lectura general a las 
observaciones que nos han enviado. 


La Universidad de la República, siguiendo sus procedimientos burocráticos, nos advirtió que 
por la Constitución de la República... 


SEÑOR SANGUINETTI.- Participativo, no burocrático. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Es cierto; en ese sentido, nos advirtieron que tienen que hacer las consultas 
y que el informe debe venir desde el Claustro. 


Repito: creo que debemos leer el texto para tener una idea general y comenzar a votar las 
observaciones que nos han hecho llegar. 


Es un hecho que hoy la colegiación es una herramienta que se necesita a los efectos del 
reconocimiento de las profesiones en el proceso de integración. Ya se han hecho algunos acuerdos a 
nivel del MERCOSUR para ciertas profesiones, pero habría una posición mayoritaria en el sentido de 
contar con un marco general que lo regule. 


En el artículo 1%, la agrupación universitaria propone eliminar el adjetivo “habilitante”, y 
fundamenta esta propuesta señalando que la habilitación para el ejercicio profesional es un proceso 
complejo, compuesto de dos etapas: el título, que acredita la capacidad académica —esto ya lo hemos 
discutido al analizar otro proyecto de ley- y la intervención de los Poderes Ejecutivo y Judicial, que 
determinan la incorporación a la matrícula. Por ello, la Universidad de la República ha suprimido de los 
documentos que expide a los egresados la referencia a la habilitación. En concreto, se sugiere eliminar 
la palabra “habilitante” porque, además, implica un procedimiento que también se hace a nivel del 
Ministerio de Educación y Cultura para los títulos que no son expedidos por la Universidad pública. 


En el caso de la Marina Mercante, nos envían una propuesta que agrega al artículo 1* lo 
siguiente: “El Ministerio de Educación y Cultura podrá conceder, a pedido de los profesionales que lo 
requieran, una prórroga de dicho plazo en caso de que se acrediten motivos que lo justifiquen”. Debo 
decir que no entiendo muy bien el por qué de esta propuesta, ya que en el texto original se decía: 
“Dicho plazo podrá ser prorrogado por el Ministerio de Educación y Cultura en caso de que se 
acrediten motivos que lo justifiquen”. Aquí, en realidad, se agrega: “a pedido de los profesionales”. A su 
vez, se disminuye el plazo de doce a seis meses. Pero, además, se habla de “las profesiones 
universitarias no comprendidas en el artículo 4”. En efecto, en ese artículo es donde se establece la 
lista de esas profesiones, redacción en la que creo que luego habría que corregir algunas cosas. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Lo que ocurre con los marinos mercantes es que se trata de una profesión 
sobre la que hay todo un debate acerca de su naturaleza 


SEÑORA PRESIDENTA.- Claro, porque por ahora están en la órbita del Ministerio de Defensa 
Nacional. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Efectivamente; egresan de la Escuela Nacional Naval, que es la que expide 
los títulos, no sólo militares, sino también mercantes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Creo que también deberemos resolver qué hacemos con ese punto. 
SEÑOR ANTOGNAZZA.- ¿Ocurre lo mismo con los pilotos aéreos? 


SEÑOR SANGUINETTI.- No, la Dirección de Aeronáutica Civil es la que da la habilitación para piloto 
civil, pero no para los marinos. Incluso, en la ceremonia de la Escuela Naval se les entregan los títulos 
también a los mercantes. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La aspiración que ellos han manifestado es que se cree un instituto bajo la 
órbita de la UTU o de la Universidad, al margen del Ministerio de Defensa Nacional. Esto no es 
compartido al menos por el actual Ministro, aunque es una decisión que tomaremos nosotros. 


En el caso del artículo 2”, la Agrupación Universitaria del Uruguay sugiere la siguiente 
redacción: “A los efectos de esta ley se entenderá por título profesional la constancia expedida por la 


entidad competente de haberse graduado su titular en la carrera de que se trate, cualquiera que sea la 
denominación que se le acuerde, reconocida por el Ministerio de Educación y Cultura, en los casos que 
corresponda”. Aquí se expresa “en los casos que corresponda” porque, por ejemplo, en el caso de la 
Universidad de la República, esto ya es automático. 


Por su parte, el Colegio de Profesionales de la Marina Mercante propone el siguiente texto 
para el artículo 2%: “Se entenderá: 


a) Por título profesional universitario a aquel que sea de grado académico de licenciado o superior, 
otorgado por una entidad competente. 


b) Por entidad competente a aquella institución de enseñanza reconocida por el Ministerio de 
Educación y Cultura que otorgue títulos académicos con grado académico de licenciado o 
superior, en la carrera de que se trate, cualquiera que sea la denominación que se le acuerde”. 


Creo que habría que estudiar las dos sugerencias para el artículo 2*. 
SEÑOR PENADÉS.- Pienso que la definición de la Marina Mercante es más clara. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Me parece que sí. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Hay que resaltar, por ejemplo, que en el caso de Secundaria o la 
Universidad, los títulos no son habilitados por el Ministerio, sino por la ley; y como son organismos 
autónomos, tienen competencia suficiente para expedirlos. En el caso de las Universidades privadas, la 
habilitación mediante la ley es más indirecta, porque allí existe una habilitación del Ministerio o, mejor 
dicho, del Poder Ejecutivo. A veces esto confunde y no sé si es el Ministerio o el Poder Ejecutivo el que 
otorga el título. Creo que debemos pensar bien qué redacción le vamos a dar a este artículo. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- ¿Actualmente quién expide el título? 


SEÑOR SANGUINETT!.- En la actualidad, una Universidad privada puede expedir un título ella misma. 
Sin embargo, requiere antes una autorización habilitante del Poder Ejecutivo, que tiene una Comisión 
Asesora que se expide al respecto. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- ¿El Ministerio de Educación y Cultura no tiene nada que ver con esto? 


SEÑOR SANGUINETT!I.- Sí, tiene que ver, pero es el Poder Ejecutivo —es decir, el Presidente de la 
República con el Ministerio— el que habilita a una Universidad y no simplemente el Ministerio como tal. 


SEÑORA PRESIDENTA.- La Comisión Asesora funciona en la órbita del Ministerio de Educación y 
Cultura y es presidida por el Ministro. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Sin duda que es el Órgano competente. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Entonces, habría que analizar si no debemos corregir esa redacción. 
Léase el artículo 3*. 

(Se lee:) 


“Artículo 3*.- Sólo las entidades de profesionales universitarios creadas de acuerdo con el régimen de 
esta ley o de otras normas legales que institucionalicen el ordenamiento del ejercicio profesional, y 


y» 


regidas por sus normas, podrán tener la denominación de “colegios profesionales”. 


—Léase el artículo 4”. 
(Se lee:) 


“Artículo 4*.- El ordenamiento que se instituye y regula por esta ley regirá, a partir de la fecha 
establecida en el artículo 1%, para las profesiones que se determinan en el presente artículo, según se 
expresa a continuación:” (...) 


—Creo que no vale la pena dar lectura a todas las profesiones a que se hace referencia en el artículo, 
por lo que hemos leído sólo su primera parte. 


Esta es una enumeración taxativa, en donde incluso se pueden advertir algunos errores. Por 
ejemplo, habla del Colegio de Asistentes Sociales, que ahora se llama Colegio de Trabajadores 
Sociales. Incluso, como habría otras profesiones que no están mencionadas, pedimos a la Universidad 
que enviara el detalle correspondiente. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Desde el inicio hay un error, porque dice “COLEGIO DE ABOGADOS, títulos 
de” pero no especifica de qué. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Ocurre en todas las profesiones que allí se mencionan. 
SEÑOR SANGUINETT!.- Es verdad. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Me imagino que habrá que indicar allí los títulos. 


SEÑOR SANGUINETTI.- En el caso del Colegio de Abogados se supone que serán los títulos de 
Abogado, Escribano y Procurador. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En este caso, pues, si es que vamos a incluir una enumeración taxativa, 
habría que preguntar a cada Escuela o Facultad cuáles son los títulos que expiden. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Es indudable que debe ser una enumeración taxativa, ya que no se puede 
hacer una denominación genérica. No olvidemos que se está estableciendo una restricción importante 
al ejercicio de la libertad profesional. Hasta hoy, se supone que con el título habilitante de que se trate 
esto es, de Arquitecto o de Médico, para citar un ejemplo- el profesional trabaja, pero en este caso 
sucede lo contrario y lo hará si se inscribe en uno de los Colegios que se mencionan. De modo que es 
una restricción muy importante a los derechos individuales y, en consecuencia, la enumeración tiene 
que ser taxativa y de interpretación a título estricto. No se puede establecer algo genéricamente. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 5. 
(Se lee:) 


“Artículo 5%.- Deberán también incorporarse al régimen de la presente ley las profesiones 
universitarias debidamente habilitadas por sus títulos universitarios que el Poder Ejecutivo, de acuerdo 
con el grado de necesidad y trascendencia de los servicios desarrollados por sus graduados para la 
comunidad, así lo resuelva. Regirán al respecto el precitado plazo de 12 (doce) meses computado 
desde la publicación de la respectiva resolución en el Diario Oficial y las demás condiciones que se 
establecen en el artículo 2*”. 


—La redacción es totalmente distinta, por supuesto que siempre pensando en la posibilidad 
de incorporar otros casos. En realidad, frente al comentario que realizó el señor Senador Sanguinetti, 
quizás este artículo —-que me parecía bien— habría que analizarlo en la propuesta del Colegio Marina 
Mercante, que dice: “Si con posterioridad a la sanción de la presente ley surgiesen profesiones 


debidamente habilitadas por sus títulos, que cumplan los requisitos expuestos en las normas y 
debidamente reconocidas por el Ministerio de Educación y Cultura y la Universidad de la República, las 
mismas deberán construirse como colegios profesionales. Regirá al respecto un plazo de 12 (doce) 
meses computado desde la respectiva resolución, publicada en el Diario Oficial, acreditando la 
susodicha profesión como incluida en las condiciones que contiene la presente ley”. Sin otro proyecto 
de ley que las incluya, no sé cómo se haría. 


SEÑOR SANGUINETT!.- Si bien creo que no corresponde, habría que hacer un debate. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Por lo tanto, habría que discutirlo y pedir opiniones al respecto. Si, como 
dice el señor Senador Sanguinetti, se trata de una limitación al ejercicio de un derecho profesional, no 
habría que expresarlo cada vez que surge un caso nuevo. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Estamos hablando de libertad de comercio y de profesión, conforme a la 
Constitución, y la restricción es la excepción. Para ilustrar un poco esto, podríamos hablar del debate 
que se da, por ejemplo, en algunas profesiones. ¿Por qué se exige el título? Fundamentalmente, por 
una razón de orden público. Podemos mencionar lo que sucede con un arquitecto; se supone que si 
hace un proyecto o un cálculo erróneo, hay un compromiso de orden público. Justamente este es el 
debate que se genera con respecto a los entrenadores de fútbol o con profesiones por el estilo que, al 
no existir un compromiso de orden público —porque se trata de destrezas o habilidades- se genera la 
duda de si hay que exigirle o no determinado título. Esto mismo pasa, por ejemplo, con un violinista; si 
va a dar un concierto en el Teatro Solís no se le pide un certificado profesional que acredite que está 
apto para hacerlo. Se supone que si lo hace bien, la gente irá a verlo o, de lo contrario, cuando dé su 
próximo concierto, no irá nadie. Insisto en el hecho de que estamos hablando de habilidades o 
destrezas y no está comprometido el orden público. Lo mismo sucede con un actor de teatro. Ahora 
bien, esta ley abarca otros aspectos porque, más allá de ese compromiso establece determinadas 
áreas en las cuales se le impone el requisito de la colegiación, además de exigírsele el título. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 6*. 
(Se lee:) 


“La incorporación de nuevas profesiones al régimen de esta ley se puede disponer de oficio, 
por solicitud de los graduados de la profesión de que se trate, o de su entidad gremial si existiera, de la 
Agrupación Universitaria del Uruguay, o de cualesquiera de los colegios profesionales o entidades 
privadas de profesionales existentes siempre con decisión fundada del Poder Ejecutivo. 


Si la iniciativa para la creación de un nuevo colegio profesional fuera originaria del Poder 
Ejecutivo será preceptivo, antes de emitir la decisión por la cual se disponga su creación, oír a la 
Universidad de la República y a las universidades autorizadas que corresponda. 


El procedimiento que se establece precedentemente también regirá para los casos en los 
cuales se propongan por los colegios profesionales existentes, fusiones entre dos o más entidades, o 
divisiones de las mismas”. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Quisiera saber si el colegio actúa cuando un profesional está involucrado en 
determinado tipo de situación que no es legal o solamente lo hace cuando esto ocurre con sus 
asociados. 


SEÑOR SANGUINETTI.- En el caso del Colegio de Abogados, es una asociación profesional —no le 
queremos poner el carácter de gremial porque no sólo actúa estrictamente en la defensa del gremio- 
opera simplemente como entidad gremial sin otra autoridad que no sean sus estatutos o sus afiliados. 
Hay muchos abogados que no integran el Colegio y rige, reitero, sobre sus afiliados y con las 
limitaciones que le impone la ley. El Colegio de Abogados no puede decir que tal o cual abogado no 
puede ejercer la profesión, porque no tiene autoridad para hacerlo. Lo que sí puede hacer es emitir un 
fallo moral y decir que determinada persona es inmoral y no merecería ejercer el título. Reitero que 


este es un pronunciamiento de tipo moral, válido en cuanto a esa condición, pero que no le impedirá a 
la persona ejercer la profesión. Eso es otra cosa. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Entonces, ¿cómo funciona? 
SEÑOR SANGUINETTI.- Funciona como asociación gremial. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Justamente, es a eso a lo que apunta esta ley: a que tenga fuerza de ley. 
Hasta ahora, como decía el señor Senador Sanguinetti, son coordinaciones de tipo gremial. En este 
caso, lo que la agrupación universitaria sugiere —creo que se había eliminado en la propuesta que 
había empezado a discutirse en la Cámara de Representantes, y nos fue enviado— en el original 
presentado, es que se oyera a dicha Agrupación en esta iniciativa de oficio, que es algo que, 
justamente, el señor Senador Sanguinetti dice que habría que hacer. Sin duda, puede existir la 
iniciativa de oficio y eso plasmarse en un agregado a la ley. En definitiva, lo que pide la Agrupación 
Universitaria, por lo menos, es que se oiga, además de su opinión, la de la Universidad de la República 
y de las Universidades autorizadas. 


Léase el artículo 7”. 
(Se lee:) 


“Artículo 7*.- Los colegios profesionales serán personas públicas de derecho público no 
estatales, las cuales tendrán los fines, cometidos y atribuciones que se establecen en los artículos 
siguientes, sin perjuicio de los que se pudieran establecer en normas reglamentarias o estatutarias. 


REGISTRO: El Ministerio de Educación y Cultura organizará y llevará el “Registro de Colegios 
Profesionales' donde se deberán inscribir los estatutos aprobados de dichas entidades y todos los 
actos que los modifiquen o que incidan sobre su funcionamiento”. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Creo que la expresión “personas públicas de derecho público no estatales” 
es reiterativa y, por lo tanto, debería decirse “los colegios profesionales serán personas de derecho 
público no estatal”. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Quizás el segundo inciso ameritaría otro artículo. 
Léase el artículo 8*. 
(Se lee:) 
“Artículo 8*.- Los colegios profesionales tendrán los siguientes fines: 
A) Amparar al usuario de los servicios profesionales. 
B) Mejorar el desempeño técnico de los profesionales. 
C) Perfeccionar la conducta ética en el ejercicio de las profesiones. 
D) Garantizar la transparencia en el acceso de los profesionales al mercado de trabajo. 
E) Facilitar el acceso de las personas de escasos recursos a los servicios profesionales 


F) Defender a las profesiones y a los profesionales”. 


—Léase el artículo 9". 
(Se lee:) 
“Artículo 9*.- Los colegios profesionales tendrán las siguientes atribuciones o cometidos: 


A) Llevar la matrícula de los profesionales universitarios que correspondan a su competencia, 
según resulte de título expedido por universidad nacional o extranjera válido para ejercer la profesión 
en el país. En ningún caso será limitado el número de integrantes de la matrícula. 


B) Aprobar el código de principios, deberes y derechos de los profesionales comprendidos en 
su competencia (ética y deontología) por mayoría absoluta de sus miembros. 


C) Ejercer el contralor del ejercicio profesional desde el punto de vista ético y deontológico, 
comprendido en tal contralor, el cumplimiento de las normas legales y reglamentarias básicas que 
regulan dicho ejercicio. 


D) Ejercer la potestad disciplinaria en los casos en que se comprueben hechos de inconducta 
ética, o de ejercicio profesional irregular o desarreglado, y en consecuencia aplicar las sanciones que 
establezcan los principios correspondientes de naturaleza ética en el Código de Etica y Deontológico. 


E) Intervenir en la definición de incumbencias de la profesión o profesiones involucradas en 
su ámbito conforme se dispone en el artículo 33 de esta ley; prevenir y dirimir conflictos entre sus 
profesionales matriculados y vigilar la aplicación del principio de reciprocidad con otros países. En caso 
de surgir conflictos entre las incumbencias de matriculados en colegios profesionales distintos que no 
puedan ser solucionados mediante la mediación de alguno de los colegios respectivos, se promoverá 
que la cuestión se someta a arbitraje. 


F) Determinar los deberes mínimos que deben cumplir los profesionales matriculados para 
mantener actualizadas su capacidad y competencia técnica. 


G) Fijar condiciones de ejercicio profesional que garanticen los derechos e 
intereses de los usuarios de los servicios profesionales. 


H) Fijar la contribución pecuniaria que cada profesional debe aportar al colegio 
profesional, la cual no podrá superar el importe equivalente a 12 (doce) unidades reajustables por año, 
e indicar el número de cuotas en que la misma se debe hacer efectiva. Los profesionales de todos los 
Colegios no pagarán cuota en los dos primeros años de ejercicio profesional y no podrá utilizarse el 
cobro de dicha contribución como limitante de su derecho a voto bajo ningún concepto. 


l) Establecer los aranceles de los servicios profesionales, adecuados a las 
particularidades de cada profesión. Dichos aranceles serán elementos de juicio que podrán utilizar las 
partes cuando deban acordar el precio de los servicios profesionales, y los peritos, jueces y árbitros 
cuando, respectivamente, les corresponda cumplir funciones de asesoramiento, o deban emitir 
decisiones tendientes a resolver controversias sobre el precio de dichos servicios. 


J) Reglamentar su funcionamiento interno y el de los órganos que de ellos 
dependan. 


K) Administrar sus bienes y recursos y disponer de ellos de acuerdo con las normas 
legales y reglamentarias. 


L) Designar y disponer el cese de sus funcionarios. 


M) Actuar como órgano de asesoramiento de las entidades públicas y privadas que 
lo requieran, en materias propias de su organización, fines, competencia y funcionamiento. 


N) Representar a sus matriculados en los temas de su competencia ante 
organismos nacionales e internacionales, públicos o privados. 


O) Elaborar anualmente el presupuesto general del colegio profesional. 


P) Fijar las retribuciones, compensaciones o viáticos y la forma en que deben ser 
liquidados y pagados a sus funcionarios”. 


—La Agrupación Universitaria nos hace llegar un planteo frente a una modificación introducida 
en el proyecto de ley original durante su consideración en la Cámara de Representantes. 
Concretamente, en el literal B) plantean sustituir “de sus miembros” por “de los asistentes a la 
Asamblea General respectiva”. 


SEÑOR PENADÉS.- En virtud de que me encontraba de viaje, no pude asistir a las dos últimas 
sesiones, por lo que quisiera saber si la Agrupación Universitaria fue invitada a concurrir a la Comisión. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, señor Senador. Inclusive, se suscitó el siguiente inconveniente. Resulta 
que en momentos en que los citamos se produjo un cambio de autoridades en la Agrupación 
Universitaria, motivo por el cual concurrieron las dos Directivas, pero sin una posición definitiva; por tal 
motivo, más allá de realizar algunos comentarios, se comprometieron a enviar por escrito sus 
sugerencias. En definitiva, este material —que creo que tenemos todos—, enviado formalmente, es el 
que contiene el punto de vista de la Agrupación Universitaria. 


SEÑOR PENADÉS.- Este artículo 9% es eterno y, además, de una meticulosidad extrema. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En lo personal, estoy de acuerdo con el agregado que plantea. En el 
proyecto original se hacía referencia al Poder Judicial y, más allá de que se mantenga la eliminación, 
es correcto que se agregue: “conforme a la normativa”. 


Por otra parte, con relación al tema de las cuotas, el proyecto de ley aprobado por la Cámara 
de Representantes dice “Los profesionales de todos los Colegios no pagarán cuota en los dos primeros 
años de ejercicio profesional”. Al respecto, la Agrupación Universitaria propone la siguiente redacción: 
“Los profesionales de todos los Colegios no pagarán cuota durante los dos primeros años de su 
graduación profesional y para ellos no podrá utilizarse el cobro de dicha contribución como limitante de 
su derecho a voto bajo ningún concepto”. 


SEÑOR ANTOGNAZZA.- Tampoco se establece un tope máximo. 

SEÑORA PRESIDENTA.- Pasamos ahora al Capítulo “Organización de los Colegios Profesionales”. 
Léase el artículo 10. 

(Se lee:) 


“Artículo 10.- Orgánicamente, el ordenamiento que se establece por esta ley tendrá la 
siguiente estructura: 


1)Un colegio profesional nacional correspondiente a cada profesión, o a un grupo de 
profesiones afines. 


2)JLos colegios profesionales nacionales podrán establecer filiales regionales o 
departamentales cuando lo consideren conveniente o necesario y el número de profesionales lo 
justifique. Las condiciones de organización y competencias serán fijadas por los estatutos”. 


—Léase el artículo 11, correspondiente al Capítulo “Órganos de los Colegios 
Profesionales”. 


(Se lee:) 


“Artículo 11.- Sin perjuicio de que sus estatutos puedan establecer otros órganos, los 
colegios profesionales tendrán necesariamente los siguientes: 


1) La Asamblea, en la cual pueden participar todos los profesionales miembros del 
respectivo Colegio. Los estatutos podrán establecer regímenes de representación o de delegados. 


2) La Mesa Directiva, que tendrá las funciones ejecutivas. Los estatutos deberán 
establecer el número de sus integrantes, los cargos que debe tener las condiciones exigidas para 
ejercerlos y la forma en que serán electos. 


3) El Tribunal de Disciplina, que tendrá las atribuciones de contralor del ejercicio 
profesional en los aspectos éticos y deontológicos y ejercerá el poder disciplinario delimitado en esta 
ley. 


La calidad de integrante de dicho tribunal será incompatible con todo otro cargo o función en los 
colegios, con la única excepción de la intervención en la Asamblea. 


4) La Comisión Fiscal, que tendrá el número de integrantes y las funciones que 
dispongan los estatutos. 


5) La Comisión Nacional Electoral, que tendrá el número de integrantes y las funciones 
que dispongan los estatutos”. 


—Pasamos al Capítulo “Tribunal de Disciplina y Procedimiento Disciplinario”. 
Léase el artículo 12. 
(Se lee:) 


“Artículo 12.- El Tribunal de Disciplina de cada colegio nacional será elegido por sus 
integrantes en acto eleccionario simultáneo con la elección de las demás autoridades del mismo”. 


—Léase el artículo 13. 
(Se lee:) 


“Artículo 13.- Será competencia del Tribunal de Disciplina ejercer, en nombre del 
respectivo colegio el contralor de la actividad profesional, y proponer la aplicación de sanciones en 
ejercicio del poder disciplinario que compete a cada colegio profesional nacional”. 


—Léase el artículo 14. 


(Se lee:) 


“Artículo 14.- El derecho a formular denuncia caducará transcurridos que sean 
cuatro años”. 


—Debo decir que no entiendo lo que quiere decir este artículo, aunque quizá sea producto de 
mi ignorancia. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Realmente la redacción es muy pobre, porque se habla de que hayan 
transcurrido cuatro años, pero no se aclara más nada; no se sabe de qué. Daría la impresión de que 
ellos estarían referidos al tiempo transcurrido luego de la violación de ciertas normas o Códigos. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Así es, señor Senador; me parece que habría que completar la redacción. 


SEÑOR SANGUINETTI.- A mi juicio, aquí se estaría pretendiendo establecer una prescripción —que 
sería razonable— para que, catorce años después, no aparezca una persona diciendo: “Hace catorce 
años este médico me operó mal”, por ejemplo. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 15. 
(Se lee:) 


“Artículo 15.- Los estatutos establecerán el procedimiento a seguirse ante el Tribunal 
de Disciplina, el cual deberá otorgar las garantías del debido proceso”. 


—Léase el artículo 16. 
(Se lee:) 


“Artículo 16.- Emitida la decisión por dicho tribunal, será remitida a la Mesa Directiva 
para su homologación. Sólo por causas de naturaleza formal, que deberán ser puestas en 
conocimiento, con remisión del expediente, del Tribunal de Disciplina, podrá la Mesa Directiva 
abstenerse de homologar la decisión de dicho tribunal. Subsanadas las observaciones formales, 
corresponderá la homologación de la decisión sin otro trámite y su notificación al interesado”. 


—Léase el artículo 17. 
(Se lee:) 


“Artículo 17.- Las sanciones que se podrán aplicar en atención a la entidad o calidad 
de las infracciones serán las siguientes: 


- Prevención o advertencia. 
- Amonestación. 
- Censura. 


- Suspensión de los derechos emergentes de la matriculación por el plazo máximo de 1 
año. 


La reincidencia en la calidad de infractor configurada por anterior decisión sancionatoria firme 
será tenida en cuenta para la gradación de la sanción a aplicar. 


El Tribunal de Disciplina resolverá en cada caso la forma de dar a publicidad las decisiones 
que emita”. 


—Evidentemente, en esta norma, la Cámara de Representantes bajó el plazo máximo para la 
suspensión de los derechos. 


Pasamos al capítulo “De los Medios Impugnativos y de Control de los Actos de los Colegios 
Profesionales”. 


Léase el artículo 18. 
(Se lee:) 


“Artículo 18. Los actos o decisiones de los colegios profesionales, o de alguno de sus 
órganos, podrán ser impugnados mediante el recurso de revocación, que se debe interponer ante el 
órgano que lo emitió o ante el que lo homologó. 


Dicho recurso se deberá interponer dentro del término de diez días que se computará a partir 
del siguiente a la fecha de notificación, o de su publicación oficial si correspondiera. 


El recurso se deberá resolver en el término de sesenta días computados a partir del siguiente 
al de su presentación”. 


—Léase el artículo 19. 
(Se lee:) 


“Artículo 19.- En el caso de que los estatutos de los colegios profesionales establezcan la 
posibilidad de crear órganos regionales, o departamentales, deberán regular un régimen de recursos 
para la revisión de lo actuado por dichos órganos, que se ajustará a las siguientes directivas: 


A) Los recursos deberán interponerse en el término establecido en el artículo anterior, ante 
el que lo homologó. 


B) Se deberá establecer la posibilidad de interponer, conjuntamente con el recurso de 
revocación regulado en el artículo anterior, un recurso jerárquico para ante la Mesa Directiva del 
respectivo Colegio Profesional. 


C) Después de resuelto el recurso de revocación, o vencido el plazo para resolverlo sin que 
se haya hecho, el órgano correspondiente deberá elevar a la Mesa Directiva del respectivo Colegio 
Profesional todos los antecedentes en el término de diez días”. 


—Léase el artículo 20. 
(Se lee:) 


“Artículo 20.- Los recursos que se regulan en este capítulo se podrán fundamentar en 
razones de mérito o de legalidad. 


Los plazos menores a quince días se computarán por días hábiles y en caso de vencer en 
día no hábil se prorrogarán hasta el primer día hábil subsiguiente. Los demás términos se computarán 
por días corridos”. 


—Léase el artículo 21. 


(Se lee:) 


“Artículo 21.- Las decisiones de los colegios profesionales que sean confirmatorias, total o 
parcialmente, de decisiones recurridas que hubieren impuesto sanciones a profesionales, podrán ser 
impugnadas mediante la promoción de acción anulatoria ante el Tribunal de Apelaciones en lo Civil que 
resulte competente en razón de turno. 


La acción se podrá fundar en motivos de legalidad o mérito. El Tribunal de Apelaciones en lo 
Civil podrá confirmar o anular el acto impugnado. Contra su decisión no habrá recurso ulterior alguno”. 


—Entiendo que esta es una sugerencia importante. 


Léase el artículo 22. 


(Se lee:) 


“Artículo 22.- La acción se deberá promover dentro de treinta días contados a partir del 
siguiente al de notificación del acto que se impugne y tendrá efecto suspensivo. Se deberá sustanciar 
con un traslado al Consejo Profesional cuya decisión haya sido impugnada, el cual deberá ser 
evacuado dentro del plazo de treinta días. 


Simultáneamente con la notificación de la providencia que disponga dicho traslado se 
requerirá la remisión de los antecedentes administrativos. 


El Tribunal de Apelaciones en lo Civil que entienda en el asunto dispondrá del plazo de 
noventa días para el dictado de la sentencia definitiva contados desde el siguiente a aquel en que la 
causa se encuentre conclusa para sentencia. 


El plazo para promover la acción anulatoria instituida en este artículo se computará en días 
corridos; en caso de vencimiento en día inhábil se extenderá hasta el primer día hábil subsiguiente. 


Regirán en lo pertinente para las cuestiones no reguladas expresamente en la presente ley 
las normas legales en vigor sobre cómputo de plazos en los asuntos jurisdiccionales, su suspensión 
durante las ferias judiciales y Semana de Turismo y para el ejercicio de los recursos administrativos”. 


—Léase el artículo 23. 


(Se lee:) 


“Artículo 23. En todos los casos de sometimiento de un profesional universitario a la Justicia 
en lo criminal, el Juzgado que entienda en los procedimientos deberá poner el hecho en conocimiento 
del colegio profesional que corresponda a su profesión, el cual apreciará las circunstancias y situación 
del encausado con relación al ejercicio profesional, con facultad para disponer, atendida la gravedad de 
los hechos imputados, la suspensión preventiva en el ejercicio profesional por un plazo máximo de 
ciento veinte días, sin perjuicio de lo que en definitiva corresponda. 


Igualmente se deberá comunicar al respectivo colegio la sentencia firme recaída, a efecto de 
resolver con carácter definitivo en ejercicio del poder disciplinario. 


En caso de recaer la sanción de suspensión se descontará siempre el lapso de la suspensión 
preventiva”. 


—Léase el artículo 24. 


(Se lee:) 


“Artículo 24. Los restantes actos y hechos de los órganos de los colegios profesionales se 
regirán por el derecho común”. 


—Pasamos a leer los artículos comprendidos en el título “Recursos Económicos” 


Léase el artículo 25. 


(Se lee:) 


“Artículo 25. Cada colegio profesional aprobará anualmente el presupuesto de sueldos, 
gastos, recursos e inversiones para el ejercicio siguiente, que coincidirá con el año civil; preverá los 
ingresos y las erogaciones necesarias para el funcionamiento de todos los órganos”. 


—Léase el artículo 26. 


(Se lee:) 


“Artículo 26. Son recursos financieros de los colegios profesionales: 


A) Los aportes de los profesionales por cualquier concepto. 


B) El precio recibido por los servicios que preste. 


C) El beneficio de la venta de bienes producidos por el colegio profesional. 


D) Los que obtenga de la renta de sus bienes o de su enajenación. 


E) Todo otro que resulte del régimen legal. 


F) Lo que reciba por herencias, legados o donaciones”. 


—Léase el artículo 27. 


(Se lee:) 


“Artículo 27. Los colegios profesionales fijarán el precio de los servicios que presten”. 


—Corresponde dar lectura a las disposiciones incluidas bajo el título “Elecciones”. 


Léase el artículo 28. 


(Se lee:) 


“Artículo 28. Las elecciones para los órganos nacionales y regionales o departamentales de 
los colegios profesionales serán organizadas por las respectivas Comisiones Electorales, con el 
asesoramiento y la participación de la Corte Electoral. 


Tendrán el derecho y la obligación a participar todos los profesionales miembros del Colegio. 


El voto será secreto. Cada estatuto determinará en su caso las sanciones correspondientes 
al no cumplimiento de dicha obligación, las mismas podrán ser pecuniarias o de suspensión de 
derechos emergentes de su condición de miembro del Colegio. 


Las elecciones se realizarán simultáneamente para todos los órganos de cada colegio 
profesional. 


Se elegirán hasta dos suplentes por cada titular. El sistema de suplencias será el preferencial 
si otra cosa no disponen los estatutos. 


La asignación de los cargos a las listas de candidatos que concurran será realizada por 
representación proporcional integral según el sistema del mayor cociente. 


Para la aprobación del Código de Ética y Deontológico deberá ser aprobado por mayoría 
absoluta de miembros del Colegio Profesional”. 


—Sobre este artículo tenemos dos visiones diferentes; no sé si se trata de la totalidad de los 
miembros o solamente de los que van a la Asamblea. En lo personal, me inclino por la primera opción. 


SEÑOR PENADÉS.- Estoy de acuerdo con la señora Presidenta. 
SEÑORA PRESIDENTA.- Léase el artículo 29. 
(Se lee:) 


“Artículo 29. El estatuto establecerá la duración de los mandatos de cada organismo los 
cuales no serán menor a tres años ni mayor a seis. Los titulares podrán ser reelectos para un nuevo e 
inmediato período. Para nueva reelección deberá transcurrir un período”. 


—Léase el artículo 30, única disposición que está bajo el título “Reglamentación”. 
(Se lee:) 
“Artículo 30. El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en un plazo de 120 días”. 


Corresponde leer ahora los artículos comprendidos en el Título Disposiciones Transitorias. 
Constitución de cada Colegio Profesional de la Asamblea Representativa Constituyente de cada 
Colegio. 


Léase el artículo 31. 
(Se lee:) 


“Artículo 31. (Formación de la Asamblea Representativa Constituyente). La Corte Electoral 
dentro de los 120 días de entrar en vigencia la presente ley, convocará y controlará entre los 
integrantes de cada profesión, la elección de una Asamblea Representativa Constituyente, por voto 
secreto y en la forma de representación que se establece.” 


—Léase el artículo 32. 


(Se lee:) 


“Artículo 32. (Fines). La Asamblea Representativa Constituyente tendrá como fines, elaborar 
y aprobar el estatuto y el código de ética particular de cada Colegio y realizar los trámites inherentes a 
su aprobación por el Poder Ejecutivo, convocar a elecciones para designar a las primeras autoridades 
definitivas y llevar la dirección administración y representación del Colegio en formación, designar 
Tribunal de Ética y comisión Fiscal provisorios.” 


—Léase el artículo 33. 
(Se lee:) 


“Artículo 33. (Atribuciones). Es la autoridad máxima provisoria del Colegio en formación, 
reglamentará su funcionamiento, el de la Mesa Directiva Provisoria y de las comisiones que cree, y 
tendrá las facultades que establece esta ley y las necesarias para el cumplimiento de sus fines.” 


—Léase el artículo 34. 
(Se lee:) 


“Artículo 34. (Plazo). Durará en sus funciones hasta que sean electas e investidas en sus 
cargos las autoridades definitivas, teniendo como plazo máximo de duración dos años a contar de su 
constitución, el cual podrá ser prorrogado por autorización, debidamente fundamentada, del Poder 
Ejecutivo por única vez.” 


—Léase el artículo 35. 
(Se lee:) 


“Artículo 35. (Composición). Estará compuesta a razón de un integrante por cada cincuenta 
electores habilitados, no pudiendo ser el número menos de 50 y superior a 300 integrantes.” 


—Léase el artículo 36. 
(Se lee:) 


“Artículo 36. (Electores). Tendrán derecho a intervenir en la elección de la Asamblea 
Representativa Constituyente todos los profesionales de la profesión de que se trate que integren el 
padrón de activos y de pasivos de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios 
y Caja Notarial de Seguridad Social. Para aquellas profesiones que no tengan afiliación a dichas Cajas 
se tomará como base los padrones de egresados y docentes de las últimas elecciones de autoridades 
de la Universidad de la Republica, complementadas con las altas y bajas que correspondan.” 


—Léase el artículo 37. 
(Se lee:) 


“Artículo 37. (Mesa Directiva Provisoria-Integración y Facultades). La Asamblea 
Representativa Constituyente elegirá entre sus miembros una Junta Directiva Provisoria, compuesta 
por un Presidente, dos Vicepresidentes, dos Secretarios y dos vocales, que tendrán las facultades de 
representación, dirección y administración de acuerdo con las disposiciones de la ley.” 


—Léase el artículo 38. 


(Se lee:) 


“Artículo 38. Las actuales asociaciones de Profesionales convocadas al efecto, podrán 
resolver su disolución y la transferencia del patrimonio de la entidad disuelta al Colegio Profesional.” 


—Hay algo que no encuentro en el texto y que me parece que es el corazón de este proyecto 
de ley: ¿quién define el código de ética? 


SEÑOR SANGUINETTI.- Está establecido en el artículo 28 e incluso prevé la modificación. 


Esta legislación, en los últimos tiempos, ha sido defendida al amparo de la posibilidad de 
actuar profesionalmente en la región y de las dificultades que existen en relación al MERCOSUR. 
Honestamente, me gustaría recibir mejor información al respecto. Todos sabemos las dificultades que 
existen para obtener las reválidas. Sin embargo, por lo que surge de las expresiones del señor 
Cremanti, parecería que la colegiación nos habilitaría, prácticamente, al ejercicio de la profesión y 
tengo dudas de que sea así. También dudo de si, además de la colegiación, no se nos estará exigiendo 
la correspondencia de matrícula, que ha sido clásica en las reválidas. 


Me parece que este es un tema muy importante porque constituye un argumento de hecho 
que se está haciendo a este respecto y que, indudablemente, es de relevancia. En términos generales 
-ya lo he dicho y no voy a reiterarlo ahora— soy contrario al principio que inspira todo esto; en lo 
personal, no me cabe pensar que a un médico, que haya sido habilitado por la Universidad a ejercer la 
profesión, luego se lo someta a una entidad gremial, con todos los avatares políticos que ello conlleva y 
con la laxitud que significa el manejo de conceptos éticos o morales. Hoy por hoy, eso sólo lo resuelve 
la justicia por razones legales. Pero esto daría para una discusión muy larga, por lo que sólo doy, a 
modo de titular, una de las tantas razones por las que, reitero, personalmente soy contrario a esta 
restricción al ejercicio de las profesiones. Sin embargo, en cualquier caso me parece importante que, a 
todos los efectos, se sepa exactamente lo que ocurre en esta materia. Todos sabemos que, tanto en 
Argentina, como en Brasil y en Uruguay, hay tradiciones distintas a este respecto. En Brasil, por 
ejemplo, hubo toda una tradición en este sentido en la época fascista de Getulio Vargas; allí nacieron 
todas estas normas, con la inspiración corporativista de los años treinta. En Argentina también 
existieron iniciativas similares, pero no sólo corporativistas —-que aparecieron con Perón en los años 48 
y 49-, sino también otras normas viejas que venían, sobre todo, con los escribanos que se regían por 
el Derecho Español. Recordemos que en Argentina, los escribanos eran —y todavía son— una especie 
de duques; creo que en la época de Menem hubo una ley que cambió esto porque antes, el que tenía 
la titularidad de registro, tenía un ejercicio profesional que iba mucho más allá de la escribanía: era el 
dueño del registro. Acá en el Uruguay, eso se terminó hace muchos años —incluso, se compraron 
registros privados, como el Registro Araucho—, cuando se creó el Registro Nacional de Hipotecas, de 
embargos, etcétera, con lo que aquellos, que eran los únicos que hasta entonces existían, finalmente 
desaparecieron. Todavía, a veces, hay que recurrir a algún registro privado, por ejemplo, con esta 
moda que hay ahora de las nacionalizaciones españolas e italianas ya que, para sacar los pasaportes, 
a veces hay que remontarse a antepasados que se registraron antes de la Ley de Registro Civil. En 
esos casos, muchas veces hay que consultar incluso a la Parroquia, que era la que atestiguaba los 
nacimientos y fallecimientos. Esta es una entidad privada. Imagínense, lo que ocurría con las 
hipotecas, con los embargos, etcétera, que, durante muchos años, se inscribían en registros privados. 
Ahora, ya hace mucho que felizmente se cambió ese sistema. 


No quiero seguir ahondando en este tema, pero lo que sí deseo saber es dónde estamos 
ubicados exactamente en el tema de las reválidas, las matriculaciones y cuáles son las posiciones 
reales de Argentina, de Brasil y de Paraguay a este respecto. En primera instancia, parecería que 
basta con que votemos la colegiación, para que ya nos habiliten los títulos. No sé si es exactamente 
así; tengo mis dudas y, más bien, creo que aquí se trata de establecer un requisito adicional. Tampoco 
sé quién nos puede informar precisamente de esto; se me ocurre que, por un lado, puede hacerlo la 
Universidad en cuanto al proceso de reválidas, aportando datos a este respecto y diciéndonos qué está 
pasando ahora. No me refiero a consultar una opinión, sino a saber qué ocurre hoy: cuántas reválidas 
salieron —si es que hubo alguna—, cómo se obtienen, etcétera. Lo que no sabemos es qué ocurre en 
Argentina cuando va allí un abogado o un médico a ejercer o si funcionan o no los Tratados de 1989; 
sinceramente, no tengo idea de qué es lo que pasa en la realidad. De pronto, alguien en la Cancillería 
nos puede informar bien acerca de toda esta situación legal. Creo que estos aspectos son muy 
importantes a la hora de analizar este proyecto de ley. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Comparto lo expresado por el señor Senador Sanguinetti, ya que la 
exposición de motivos de este proyecto de ley tiene un vacío de información. En el Período anterior, 
cuando era Diputada, se presentaron algunos informes elaborados por el Ministro de Educación y 
Cultura —que creo que en ese momento era el doctor Mercader— junto con el ingeniero Guarga, ya que 
en el Ministerio existe una Comisión específica que se encarga de este tema. Si no recuerdo mal, en 
aquel momento se votó la colegiación o la habilitación del ejercicio de los veterinarios. En dicha 
oportunidad, se nos brindó una información bastante interesante en cuanto a qué cosas estaban 
funcionando y cuáles no. Pero me pregunto si, votado este proyecto de ley —que tiene ese debate de 
fondo-, se facilitaría esta explicación que se esgrime como argumento fundamental o, en realidad, hay 
un proceso más complicado y la solución no es tan mágica. También cabe analizar si no hay 
diferencias entre las profesiones, porque el que empuja a la aprobación de esta iniciativa es el sistema 
de salud, que pide la colegiación de los médicos, aparentemente por razones muy específicas debido a 
acuerdos que se hacen entre países de apoyo, etcétera. 


Por tanto, me parece bien que tengamos una información previa sobre este tema. 
SEÑOR PENADÉS.- Quizás podríamos invitar a la Ministra de Educación y Cultura. 


SEÑORA PRESIDENTA.- Sí, así como también a quien ella entienda que debe venir, ya sea del 
Ministerio o de la Universidad de la República, con quien se esté trabajando en conjunto. 


Además, debemos contar con el proyecto original de educación universitaria y con toda la 
ampliación de datos que podamos. Creo que sería bueno que cada uno de nosotros fuera haciendo las 
consultas respectivas. 


SEÑOR PENADÉS.- Quisiera plantear otro tema. 


Me preocupa que desde el Poder Ejecutivo no se nos envíe la designación de escuelas y 
liceos que han sido propuestas y votadas en la Cámara de Representantes hace bastante tiempo. 
Debo decir que no sé qué más hacer al respecto; sé que la Presidenta se ha preocupado por este 
asunto, así como la Secretaría de esta Comisión. Por tanto, antes de generar un episodio político —que 
no deseamos- por este tema, pregunto si la Presidenta podrá hacer un último intento o si se lo 
podríamos plantear a la Ministra cuando asista por el otro tema, avisándole que le vamos a realizar ese 
planteo. Se trata de una cantidad de escuelas, de UTU y liceos que cuentan con el aval de las 
Comisiones de Fomento, y que fueron propuestas por los propios institutos de estudio, por lo que me 
parece un crimen que no sea tratado en esta Legislatura. En ese sentido, creo que deberíamos hacer 
un esfuerzo para poder llevar adelante esa tarea. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En cuanto a este asunto, hemos detectado tres problemas. 


Uno de ellos es que existen dificultades en el envío de los expedientes completos desde la 
Cámara de Representantes, donde ya figura la iniciativa de la comunidad y la autorización del Poder 
Ejecutivo. Ese es un primer problema y en tal sentido la Secretaría está tratando de coordinar con su 
similar, que no nos envía dichos expedientes. 


Por otra parte, justamente en el día de ayer le entregué a la Ministra de Educación y Cultura, 
en el marco de estas reuniones que se están llevando a cabo en el Edificio Libertad por el tema de la 
cultura, un punteo de los asuntos pendientes que tenemos con dicha Cartera, entre los cuales figuraba 
la posibilidad de designar a alguien como representante para poder contactarnos, tal como sucede con 
la ANEP, donde contamos con una persona a la que permanentemente estamos llamando. La 
Secretaría ha detectado que hay varios expedientes que están en el Ministerio de Educación y Cultura, 
de modo que la Ministra, que es muy ejecutiva, seguramente contestará a la brevedad. 


El otro problema es bastante más complicado, porque tiene que ver con la agilitación de la 
persona vinculada con este tema que, seguramente, hace los esfuerzos posibles y se ve sumamente 
atosigada para que nos envíe todos los expedientes. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Aprovechando que se están planteando preocupaciones de ese tipo, insisto 
nuevamente en mi viejo proyecto sobre el Bicentenario; no sé qué es lo que pasa, pero me da la 
impresión de que no sucede nada y eso me parece grave. 


SEÑORA PRESIDENTA.- En esta instancia sobre el tema de la cultura, ayer había en el Edificio 
Libertad un folleto con todas las actividades que se han hecho con motivo del Bicentenario en el 2008, 
que deberían habérnoslo enviado formalmente. Ese tema está dentro de ese extenso punteo que hice 
a la señora Ministra, por lo que me imagino que tendremos alguna respuesta en el correr de esta 
semana. 


SEÑOR SANGUINETTI.- Da la impresión de que habría que hacer eventos importantes y que tengan 
repercusión. No dudo de que se hayan hecho algunos, pero no han tenido una repercusión 
trascendente. Ayer señalaba al pasar que el otro día se cumplieron 108 años de la Convención 
Preliminar de Paz. Se trata de un episodio relevante y en esa magia de las cifras redondas, de pronto 
se tendría que haber hecho algo a ese respecto. En realidad, todo ese proceso implica unos veinte 
años en los cuales se configura la situación del país, por lo que no es un hecho baladí. Sin duda, esto 
es parte de una problemática mucho mayor que existe en el país, pero lo cierto es que se va diluyendo 
la conciencia histórica y, con ello, muchas otras cosas. 


SEÑOR PENADÉS.- Me parece que es una pena que, a través de un proyecto, no consagremos ideas 
que se están generando. La ley daría al Bicentenario la jerarquía que debería tener. 


Acabo de llegar de España, donde pude apreciar que están en una etapa de discusión sobre 
la celebración de los doscientos años de las Cortes, así como del proceso de independencia después 
de la invasión napoleónica. También se puede advertir una movilización similar en Buenos Aires y en 
Santiago de Chile. 


SEÑOR SANGUINETTI.- A propósito de lo que expresa el señor Senador Penadés, puntualizo que la 
otra semana tengo tres acontecimientos, dos en Sevilla y uno en Madrid, relativos a la conmemoración 
del Bicentenario de las Cortes de Cádiz vis a vis la influencia en América Latina. Incluso, me han 
encargado trabajos de Argentina sobre ese tema. Sin embargo, parecería que nosotros estamos en 
otra sintonía de onda. 


SEÑOR PENADÉS.- Aclaro que me gustaría que mi pedido se reciba amigablemente, porque me 
parece un crimen que no se esté haciendo algo al respecto. 


(Apoyados) 
SEÑORA PRESIDENTA.- Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 12 y 18 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


